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APRESENTAÇÃO


A ideia de constituição como organização da sociedade política é muito mais antiga que a sua percepção como expressão de um poder constituinte formal. Se aquela não pode ser datada com precisão, esta normalmente é situada ao final do século 18. É com esse ponto de vista que afirmei em A ideia de constituição[1] que o fato de uma determinada unidade política estar numa constituição ou ser uma constituição não significa que ela de fato tem um conjunto de documentos normativos ou um único documento a que se possa chamar de constituição. Nesse passo, constituição é uma ideia que pode se manifestar ao menos em dois sentidos, um empírico – conhecido como constituição em sentido material – e um normativo – conhecido como constituição em sentido formal. A adoção dessa dupla abordagem permite encarar a constituição como uma ideia que se encontra em constante evolução, o que, de certa forma foi verificado, por exemplo, por Grimm[2] e Teubner-Beckers[3]. Trata-se, todavia, de uma evolução na forma de interpretar o mundo e enxergar o papel do direito no contexto político, na forma como preconizada por Luhmann[4], uma vez que não se transformaram as suas três características básicas: a organização da sociedade política, a divisão do poder e os limites ao exercício do poder.


O constitucionalismo é também uma ideia, a qual é usualmente associada à manifestação normativa, isto é, formal de constituição. Em geral, os juristas (constitucionalistas) situam a sua história no marco revolucionário euro-americano dos séculos 17 e 18, como se extrai de um interessante livro de Fioravanti[5]. Esse divisor de águas separa o constitucionalismo em antigo e moderno, em pré-revolucionário e pós-revolucionário, com a ressalva de que o primeiro é buscado não na Antiguidade Clássica, mas no Medievo, como se encontra, entre outros, no livro de Dallari[6]. A partir desse consenso, o constitucionalismo assume não apenas a natureza de uma ideia, mas também de um conjunto de instrumentos para a limitação do exercício do poder, o que, inicialmente, tinha uma pegada voltada para a interdependência e o controle entre os Poderes do Estado, herança mais anglo-saxônica (checks and balances) que francesa (juge bouche de la loi), e que a partir do século 20 passou a se voltar ao reconhecimento e à concretização de direitos.


Os 15 trabalhos que compõem os capítulos do livro que tenho o privilégio de apresentar trazem uma perspectiva atualizada sobre o constitucionalismo no mundo a partir do olhar de acadêmicos latino-americanos. Nesse sentido, além de contar um pouco da história da roupagem que a ideia adquiriu no pedaço latino do continente americano, os trabalhos do volume colocam em pauta os temas que nesse primeiro quartel do século 21 têm ocupado os loci de debates acadêmicos.


Nesse passo, os capítulos do livro são facilmente divididos entre aqueles que tratam a respeito da ideia de constitucionalismo (cf. Salcedo, Cyrillo, Zúñiga, Mejía, Cárdenas, Navarro, Lima-Albuquerque-Chaves e Hernández) e aqueles que tratam sobre tema de sua pauta atual (cf. Mariano-Nunes, Pedron-Soares, Chávez, Silva-Bahia, Torres, Martins e Hermes). Nota-se, inclusive, uma saudável heterogeneidade de juristas no volume e uma considerável representatividade do “continente” latino-americano, com trabalhos de autores do Brasil, Chile, Costa-Rica, El Salvador, Equador, México, Nicarágua, Peru e República Dominicana.


O leitor está diante de uma magnífica contribuição ao debate constitucionalista, razão pela qual espero que todos possam ter uma excelente e proveitosa leitura.






Julio Homem de Siqueira


Pesquisador Júnior no Instituto de Estudos Penais Alimena Universidade da Calábria
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BREVE HISTORIA DEL CONSTITUCIONALISMO EN LA REPÚBLICA DOMINICANA


Carlos Ramón Salcedo Camacho[1]


1. Conceptualizando el constitucionalismo


Para abordar la historia del constitucionalismo en la República Dominicana creo necesario establecer el concepto del constitucionalismo. El término se refiere a un movimiento generador de la Constitución, que no piensa en la Constitución como una ley o norma cualquiera, sino como la que estructura la organización del Estado y el régimen jurídico-político y reconoce los derechos fundamentales en el tiempo, generándose una evolución histórica en el conjunto de normas y principios que regulan, modulan y limitan el poder de cualquier comunidad, siendo la norma suprema del ordenamiento jurídico.


El constitucionalismo se ha definido como un movimiento político, social y cultural que cuestiona en los planos político, filosófico y jurídico los esquemas tradicionales de dominio político, sugiriendo, al mismo tiempo, la invención de una forma de ordenación y fundamentación del poder político[2].


En ese sentido, este movimiento vino a revolucionar lo que conocíamos como “constitucionalismo antiguo”, asumiendo entonces, como idea clave de este constitucionalismo moderno, la limitación al poder. He aquí la diferencia más significativa de ambas etapas del constitucionalismo. Efectivamente, en el “constitucionalismo antiguo”, denominado así en el derecho público desde la caída del imperio romano de occidente hasta la Edad Moderna, se fundamentó en la legitimación del poder del monarca frente a sus súbditos.


Con el constitucionalismo moderno, se evita el poder arbitrario y se requiere una organización del poder, con el objetivo de lograr una división en este, para preservar un ámbito de libertad de los individuos exento de la acción del poder[3].


A pesar de que lo referente a la limitación del poder fue uno de los cambios fundamentales en el nuevo constitucionalismo, este se destaca también por darle una dimensión diferente, de más relevancia o peso a lo que conocemos como Constitución, no sólo en lo que esta representa, sino en su propia naturaleza.


La doctrina ha hecho referencia al cambio material y formal de la Constitución en este movimiento que afectó profundamente el esquema constitucional como era conocido.


Por un lado, en cuanto a lo material, se establece que lejos de ser aquella norma normarum, que simplemente organiza las fuentes del derecho, es decir que organiza el ejercicio del poder por parte de las diferentes instituciones estatales, incorpora un denso contenido sustantivo o material a través de valores, principios y sobre todo de reconocimiento de derechos fundamentales, como normas que trazan los límites de lo que las instituciones mayoritarias pueden hacer, e incluso orientan en ocasiones acerca de lo que deben hacer, logrando no sólo organizar la democracia, sino que la limita sustancialmente[4].


La premisa formal consiste en haber conferido a esas normas constitucionales una plena fuerza jurídica, lo que al menos tiene dos consecuencias: la vocación por imponer una regulación directa e inmediata de aquellas parcelas de la realidad que constituyen su objeto normativo, por un lado, y la garantía judicial frente a su lesión, por otro parte.


Pero para entender este nuevo enfoque del constitucionalismo, como otro de los ejes fundamentales del movimiento, destacamos la premisa de la garantía de un Estado Democrático, Constitucional y Convencional de Derecho. Esta garantía que se da principalmente en Europa a partir de la segunda guerra mundial y en algunos países iberoamericanos durante la última década del siglo pasado, aunque tampoco resulta extraño a la tradición jurídica norteamericana, como lo demuestra el ejemplo sobresaliente de Ronald Dworkin, uno de los más acreditados neoconstitucionalistas que expresamente construye su teoría a partir de la experiencia estadounidense[5].


En consecuencia, el constitucionalismo es y seguirá siendo la nueva realidad política y jurídica presuntamente inaccesible, o por lo menos ininteligibles, a los esquemas conceptuales del positivismo, cuya comprensión y a veces también justificación reclama nuevos planteamientos y problemas.


La historia del constitucionalismo en la República Dominicana, como veremos, comienza mucho antes de la fundación de la República y se nutre de las más variadas tradiciones para lograr tener su propia identidad y servir en la protección de los derechos fundamentales y sus garantías.


2. Antecedentes del constitucionalismo republicano


2.1 El grito de Montesinos y los límites al poder de la colonia.


La historia del constitucionalismo dominicano inicia con el sermón de adviento y el reconocimiento de los derechos de los tainos, pueblo que habitaba la isla antes de la colonización.


“El Sermón de Adviento”, conocido así porque fue leído en la celebración del cuarto domingo de Adviento, tiempo de preparación la Navidad -la venida del Mesías, que conmemora la Iglesia Católica, fue la primera manifestación de defensa, denuncia y recriminación en América contra las autoridades, encomenderos y colonizadores españoles, que sintetiza la opresión, las injusticias, las crueldades, la explotación, el castigo inmisericorde, los atropellos y abusos a que estos, en su afán desmedidos de extraer el oro, sin ningún derecho ni justicia, sometieron a los aborígenes a arduas e inhumanas labores, sin que se les suministraran alimentos ni cura cuando enfermaban, tratándolos peor que a los animales.


Se trató, pues, de un grito de protesta realizado en representación­ de la comunidad de sacerdotes dominicos localizados en la isla “Española”[6], con el objetivo de cuestionar las estructuras socioeconómicas, abusivas y excluyentes realizadas por los altos personeros del imperio español. Un ejemplo de esto fue el sistema de encomiendas – mecanismo para cobrar y percibir tributos de los indios que se les encomendaran, por sus vidas, las de sus herederos, etc.– que, junto a otras terribles actuaciones y maltratos, terminaron con la desaparición de los indios en la isla.


Este levantamiento, que marcó un punto de partida del reconocimiento de derechos humanos y sus garantías, fue redactado por el superior de la primera comunidad de la Orden de los Dominicos en “La Española”, fray Pedro de Córdoba y firmado por todos los miembros de dicha orden y pronunciado el 21 de diciembre de 1511 por fray Antón de Montesinos, misionero y dominico español que fue asignado al Real Convento de Santo Tomás de Vila y en 1510 formó primer grupo de misioneros dominicos que arribó al puerto de Ozama, en la Isla La Española[7] y elegido para tal histórica misión dadas sus condiciones de gran orador y poseerdor de una potente voz, capaz de estremecer los sentimientos de todos los presentes en el templo dominico.


El sermón de los dominicos fue más conmovedor por haber sido publicado ante las autoridades coloniales residentes en la isla “La Española”, entre las que se encontraban el almirante Diego Colón, hijo de Cristóbal Colón y fray Bartolomé de Las Casas, en su calidad de encomendero, que era la persona que se apropiaba de los indígenas como si fueran objetos.  La lucha iniciado por los frailes dominicos en contra el abuso, explotación y el trato inhumano al que eran sometidos los indígenas por parte de los colonizadores en La Española provocó la conversión de fray Bartolomé de las Casas a la protección de los indios.


Esta filípica fue la primera protesta de justicia que se escuchó en el Nuevo Mundo, por boca de un fraile dominico. La famosa[8]  “Yo soy una voz que clama en el desierto” se ha mantenido en el tiempo por lo que representa el discurso realizado por el fraile, su dimensión internacional al exigir atributos inalienables de los seres humanos y por identificarse y recordar como existiendo un pueblo sufrido, dominado y encadenado y como se estimuló y afirmó la lucha de los campesinos en demanda de la resolución de sus conflictos.


El punto de partida que mencionábamos inicia con el establecimiento de los límites al poder de la colonia y se comienza con la creación de la Real Audiencia en 1511 en las Indias, durante la gobernación de Diego Colón, sucesor de Cristóbal Colón. Este tribunal contó con jurisdicción civil y criminal y una amplia competencia extendida al ámbito eclesiástico. La creación de esta institución se dio para reafirmar la supremacía de la justicia del rey sobre la de los gobernadores y el abuso de poder que estos últimos realizaban sobre los nativos[9].


En este momento quedó la jurisdicción bajo el mandato único de los Reyes de España y por la situación en la que se encontraba la isla era necesario crear mecanismos y regulaciones para controlar la vida de los colonizadores.


Sobre las Reales audiencias sólo estaba el Consejo de Indias[10], una especie de Tribunal Supremo con facultad para conocer de las apelaciones de las decisiones dictadas por las Reales Audiencias, así como para dictar todas las decisiones que fueren necesarias en relación a la vida y los bienes de los aborígenes, los conquistadores y los colonizadores. En este período se compiló una serie de legislaciones internas denominadas Leyes de Indias.


En este tribunal solo se podía recurrir en los casos de mayor categoría. Al mismo tiempo, este tribunal real asesoró a la autoridad política del territorio asignado a su jurisdicción y se constituyó en un organismo consultivo de vital importancia para los virreyes y gobernadores[11].


Con la creación de estas instituciones, se inicia un mecanismo de control al poder del cual gozaban libremente los colonizadores que se encontraban en la isla. Por lo que se puede ver con ello el inicio de la organización del poder y el reconocimiento de ciertos derechos, tanto para los colonizadores como para la población indígena que habitaba la isla.


2.2 La España Boba y la República del Haití Español


Poco cambió en términos históricos el recorrido del constitucionalismo en la parte oriental de la Isla de Santo Domingo hasta el 22 de julio de 1795, cuando se firma entre Francia y España el tratado de Basilea, por el cual se cede toda la parte española de la Isla de Santo Domingo en las Antillas a la república francesa. La presencia francesa terminó en 1809, reincorporando así, la antigua colonia a España e iniciándose el segundo período colonial que duraría 12 años y que ha sido conocido como la España Boba[12].


Se le denominó de esta manera a ese período dado que en España los españoles se enfrentaban a las tropas napoleónicas y en el mes de febrero de 1811, la Junta Central de Regencia convocó a elecciones tanto en la península como en la Colonia de ultramar, para escoger diputados que dotaran a la nación española de su primera Constitución.


El desenlace de estos sucesos culminó con la proclamación del Estado Independiente de Haití Español, el 1º. de diciembre de 1821, en la llamada Independencia Efímera[13], llamada así porque el 9 de febrero de 1822 le fue entregada la parte oriental de la isla al ejército haitiano, cuya ocupación se prolongó al menos hasta el 27 de febrero de 1844, fecha en la que se proclamó la independencia de la República Dominicana.


3. El constitucionalismo en la primera República (1844-1865)


El 27 de febrero de 1844 se proclama la independencia de la República Dominicana, fecha fundacional e inicio de la primera República. El constitucionalismo de 1844, que es lo mismo que decir el constituyente dominicano, para la elaboración de la primera constitución se inspiró en las constituciones y principios constitucionales de otros países, en principio no asumiendo nada nuevo o relevante.


El historiador Emilio Rodríguez Demorizi hace referencia a este hito como:



	“En todo suceso humano el pensamiento antecede a la acción, escasos días antes de ser proclamada la República los próceres de febrero formulaban solamente las ideas normativas de su existencia, con tal eficacia que ellas sirvieron a la vez de Acta de Separación dominicana y de Carta Fundamental de la Nación concebida por Duarte. Esas ideas no fueron simples ideas políticas recogidas al azar y ayunas de principios, sino inspiradas particularmente en la Declaración de Independencia de los Estados Unidos de América, la fuente más pura a la que podía acudirse para la revolución dominicana no tuviese el aspecto de motín de felices consecuencias, sino el carácter de una solemne y reflexiva determinación.”[14]




Luego de haber proclamado nuestra independencia, mediante el decreto núm. 14 del 24 de julio de 1844, la Junta Central Gubernativa convocó a elecciones de los diputados para formar el congreso constituyente. Con la elección de treinta y tres representantes, se creó la comisión que se encargó de redactar el proyecto de la Constitución requerida para el momento.


Para la redacción de esta primera Constitución, los integrantes de esta comisión se inspiraron, fundamentalmente, en la Constitución de Estados Unidos de 1787, en todo lo referente al poder ejecutivo, siguiendo el régimen presidencialista establecido en esa constitución y la constitución española de Cádiz de 1812[15].


La ciudad de San Cristóbal fue el lugar donde se votó nuestra primera Constitución por el Constituyente Soberano, constituido por los diputados electos al efecto, quienes diseñaron junto con la comisión nombrada a tales fines, el documento contentivo de la vida jurídica de la Nación dominicana[16].


La estructura de la Constitución de 1844 se dividía en tres partes, una consagrada a la declaración de los derechos fundamentales, una destinada a la organización de las instituciones del Estado y una tercera en la que se establece el procedimiento para la reforma constitucional[17]. Ahora bien, en cuanto a los poderes del Estado, esta traía consigo la clásica división tripartita de poderes.


La razón de ser de esta división de poderes, la consagra el constituyente para garantizar la soberanía que residía en el pueblo y que estaba contemplada en el artículo 39 de aquella Constitución, para poder así generar el balance que limite el poder del ejecutivo.


Esta división tripartita que dio equilibrio al correcto funcionamiento del Estado frente a sus ciudadanos y ciudadanas se divide en: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial. Para crear el balance ya mencionado, el Poder Legislativo tenía una importancia fundamental por el hecho de que aquella constitución emblemática de 1844, le otorgaba a este el atributo de ser el árbitro supremo de los destinos del país.


Este atributo del Poder Legislativo, que se traduce en la facultad que le concedía la Constitución de tener iniciativa legislativa[18], sumado al hecho de que el Congreso estaba formado por representantes de todas las provincias existentes al momento, demuestra la intención de lograr ese cambio institucional y social existente con el monopolio gubernativo que se situaba en la época.


Con la división de este poder en 2 cámaras: Tribunado (Cámara de diputados) y Consejo Conservador (Senado) – lo cual cambió con la Constitución de 1854 a una sola cámara llamada el senado consultor y volvió a su ejercicio bicameral con la Constitución de Moca de 1858 – quedaba establecido un mecanismo de participación social de todas las provincias (5) que conformaban la República Dominicana en ese entonces.


El objetivo de crear un balance se visualiza por igual en la Constitución de 1854, disponiendo que no podían ser miembros del entonces Congreso, el Presidente y el Vicepresidente de la República, así como los Secretarios de Estado, los Magistrados de la Suprema Corte de Justicia, los gobernadores políticos, etc. En consecuencia, cualquiera que ostentase alguna función pública no podía fungir como representante en las Cámaras Legislativas.


El Poder Judicial se caracterizó por tener la función que constitucionalmente corresponde al Estado, de garantizar por medio de estos órganos especiales llamados tribunales, la protección del Derecho Sustantivo[19]. Estos tribunales, divididos en Suprema Corte de Justicia, Corte de Apelación, Juzgado de Primera Instancia y Juzgado de Paz – jerárquicamente en ese orden – establecidos así por la Constitución conforme a las necesidades que tenía la República en ese momento, mantienen su distribución y jerarquía hasta hoy en día.


En consecuencia, con la división de las obligaciones y responsabilidades, que en su momento tenía el Jefe de Estado divida en tres poderes equilibrados y en balance para servir a los ciudadanos, se asienta una búsqueda permanente a la institucionalidad, la protección de los derechos fundamentales y a la representación social.


En este trayecto constitucional, debemos destacar la traición a los ideales liberales de la Constitución por parte de Pedro Santana, quien fungía como general de las tropas independentistas dominicanas y fuera el primer presidente de la República Dominicana, presionó a la asamblea constituyente para modificar el artículo 210 de aquella Constitución para garantizarse poderes extraordinarios y excepcionales en ocasión del Estado de Guerra que tenía la reciente república con Haití.


Con la traición a los liberales, se inició un período político marcado por una notoria inestabilidad política que conllevó a modificar la Constitución unas 38 veces con el objetivo de satisfacer en el momento a aquellos que saldrían perjudicados por un cambio de gobierno. De estas reformas se destacan la que dio lugar a la Constitución de Moca de 1858, considerada la más liberal y democrática de todas las constituciones de este período debido a que hizo grandes aportes a los derechos individuales, que significaron un cambio de pensamiento respecto al rol del gobierno frente a la sociedad y las modificaciones que llevaban las reformas constitucionales hasta ese entonces.


4. El constitucionalismo desde la anexión a España hasta la primera intervención norteamericana


La República Dominicana se encontraba bajo la presidencia del general Pedro Santana, reconocido por tomar decisiones político-presidenciales a cambio de beneficios personales o para algún grupo determinado de su influencia. El 18 de marzo de 1861, la República, bajo el mando del general Santana, entrega su soberanía a España, lo que constituyó la famosa “anexión a España”.


Inmediatamente, diversos sectores del país iniciaron protestas y movimientos en contra de la anexión, las cuales entre los años 1861 a 1863, se tradujeron en intentos fallidos por la recuperación de nuestra independencia. No es hasta el 11 de agosto de 1863, luego de solicitar ayuda a Cuba y Puerto Rico, inicia la “Guerra de la Restauración” entre los dominicanos y España. Desde entonces hasta 1865, el país se vio envuelto en combates, guerras y derramamientos de sangre con el fin de volver convertirnos en una República soberana e independiente.


Con la victoria de las tropas dominicanas, el 10 de julio de 1865 se inició la salida de las tropas españolas de la isla cuando la reina Isabel II de Borbón decidió abandonar la colonia[20], volviendo a ser la República Dominicana una nación soberana de toda potencia extranjera.


Aquí se inicia el segundo período constitucional, período en el cual nuestro país contó con 17 reformas constitucionales. De las reformas constitucionales realizadas en este período, la más relevante resulta ser la que dio como resultado la Constitución de 1865, que estableció el sufragio universal para los hombres sin condiciones restrictivas, siendo el único requisito para votar ser ciudadano y tener 18 años de edad.


Esta etapa del constitucionalismo dominicano quedó marcada por la división de los partidos – Rojo (conversadores) y Azul (liberales) – a cargo de Buenaventura Báez y José María Cabral, así como la dictadura de Ulises Heureaux (Lilis), marcando un fin en el desarrollo constitucional y liberal que se venía gestando desde la Restauración en 1865, volviendo a prolongar el período presidencial y aumentando los empréstitos.


Otras reformas del período republicano del siglo XIX constituyeron avances a lo largo del tiempo como la eliminación de prisión por deuda (Reforma constitucional de 1865), la libertad de tránsito (Reforma constitucional de 1874), la libertad del sufragio  a los mayores de 18 años (Reforma constitucional de 1877), la libertad de cultos (Reforma constitucional de 1907), entre otras. Los momentos que podemos destacar en esta época en relación con el constitucionalismo son la existencia de un gobierno sumamente cambiante con múltiples presidentes, reformas significativas frente al derecho universal de elegir y ser elegido (Reforma constitucional de 1865), la reducción del período presidencial a un año (Reforma constitucional de 1878), la reincorporación de los 4 años de período presidencial (Reforma constitucional de 1887), la abolición del catolicismo como religión oficial y el establecimiento, por primera vez del poder de la Suprema Corte de Justicia para decidir en última instancia sobre la constitucionalidad de las leyes, decretos y regulaciones (Reforma constitucional de 1907).


Aun así, la República Dominicana mantenía la inestabilidad política e institucional, lo que la llevó a tener un sistema marcadamente presidencialista-personalista que daba lugar a que el presidente de turno tomara las decisiones que afectaban directa o indirectamente al país, a su conveniencia personal y política. Esto ocasionó un incremento estrepitoso en el déficit fiscal por los altos niveles de corrupción que existían en el gobierno y por la falta de una administración pública organizada.


Debido a la situación que vivía el país, los Estados Unidos de América, país con el que ya había suscrito la Convención Dominico-Americana del 1907, a través de la cual la República Dominicana cedió el control y administración de sus aduanas como garantía del pago de los empréstitos internacionales que tenía el país en ese entonces, sumado a la inestabilidad política en la que estaba sumida la República[21], son caldos de cultivos propicios para que en 1916 se produjera la primera invasión norteamericana en la República Dominicana.


Los marines estadounidenses impusieron algo de orden y estabilidad. Según los historiadores hacen referencia a que “ya aquí se dedican a poner orden y a ordenar la casa. Como era de esperarse de una potencia militar interventora, el modelo de Estado que sale tiene que ser necesariamente autoritario y centralizado”[22]. Esta invasión tuvo lugar desde 1916 hasta 1924.


Finalizada la Primera Guerra Mundial, la opinión pública, posicionada en contra de la ocupación, presionó para que en junio los representantes norteamericanos presentaran la propuesta de retirada de las tropas de la isla con el denominado “Plan Hughes-Peynado” de 1922, el cual no fue muy aceptado por los ciudadanos dominicanos, por el hecho de que se trataba de una retirada entre comillas, donde el gobierno norteamericano aún tendría el control de aspectos esenciales – económicos y políticos – en la República Dominicana[23]. Esta retirada sería paulatina y preveía la celebración de elecciones presidenciales.


En dichas elecciones resultó ganador Horario Vásquez Lajara y la República Dominicana vuelve al control total a manos de los dominicanos el 12 de julio de 1924, conjuntamente con la retirada de las tropas norteamericanas, finalizando este período de la historia de nuestro país.


4.1 El constitucionalismo desde 1924 al 1965.


El orden y el equilibrio político e institucional, heredado de la intervención norteamericana de 1916 a 1924 fue seguido por un período democrático sin estabilidad alguna, destacando el hecho de la militarización de la política y la sucesión de regímenes militares hizo evidente en este período que sin instituciones verdaderas, después de gobiernos fuertes autoritarios o dictatoriales, vienen las luchas y la inestabilidad[24].


El hecho de la existencia de la reelección continua daba lugar a que los gobernantes optarán y apoyarán las reformas constitucionales para perpetrarse en el poder, siendo el tema de la reelección presidencial la eterna constante en la política dominicana y que, en la primera mitad del Siglo XX, dio lugar a la dictadura de Trujillo.


En efecto, durante el gobierno de Horacio Vázquez en 1930, hubo una rebelión en su contra, propiciada por Rafael Leónidas Trujillo – quien era teniente coronel y jefe del Estado Mayor- bajo la excusa de la posible reelección de Horacio Vásquez, quien para evitar  más derramamiento de sangre, salió del país y le dejó el camino libre a Trujillo, para convertirse en el quincuagésimo presidente de la República Dominicana.


Trujillo llega al poder en unas elecciones bajo mecanismos de opresión, con su banda paramilitar llamada “La 42”, logra crear un ambiente de tensión, terror y renuncias de los encargados de regular el proceso electoral. Según conteos oficiales realizados en épocas posteriores, se estableció que llegó al poder con el 25% de los votos de los ciudadanos dominicanos. Aún así, Trujillo fue proclamado presidente de la República el 16 de agosto de 1930[25].


El gobierno de Trujillo, se destaca por una dictadura de 30 años y por haber eliminado a la Asamblea Constituyente de la Constitución para ser reformada[26]. Cabe mencionar que con su ajusticiamiento el 30 de mayo de 1961, en República Dominicana inicia un proceso de preparación para celebrar las primeras elecciones libres el 20 de diciembre de 1962.


Tal como se indicó anteriormente, después de la muerte de Trujillo se debían producir dos “transiciones”. La primera debía dar lugar a un gobierno elegido democráticamente, y la segunda, que este gobiemo estableciera y consolidara una institucionalidad democrática real.


Juan Bosch, en ese entonces candidato por el Partido Revolucionario Dominicano (PRD), fundado en el 1939, se destacó por ser uno de los principales opositores al régimen dictador impuesto por Trujillo, además de sus ideales por un verdadero Estado constitucional con derechos sociales, garantizando así la democracia y la reestructuración del país en base a una verdadera Constitución. En ese sentido, fue electo presidente de manera totalitaria el 27 de febrero de 1963[27].


Luego de la elección de Bosch nos preparábamos para adoptar una nueva Constitución, proceso que estuvo lleno de tensión sobre todo por el hecho de que el texto constitucional presentado e inspirado en la sólida formación humanística y política del profesor Juan Bosch, por lo que establecía cambios contundentes en las medidas que el país venía viendo en materia económica y política, donde destacó el hecho de que la formula impuesta de Estado Social se consideró la piedra angular del régimen socioeconómico instituido por el constituyente[28]. Este proceso nuevo de constitucionalismo se extendió hasta el 20 de abril de 1963 y la proclamación de esta constitución se produjo el 29 del mismo mes.


Los aspectos relevantes que pueden destacarse de esta Constitución son, en primer lugar, la prohibición para el Presidente de la República de reelegirse y postularse como candidato a la vicepresidencia en el período siguiente, la declaración de la libre iniciativa económica privada, la declaración de los delitos contra el pueblo, la sustracción de fondos públicos o prevalerse de la posición dentro del Estado, para obtener ventajas económicas ilícitas.


Además, establece el derecho de que cada familia dominicana debe poseer una vivienda propia, asumiendo el Estado la obligación de proporcionarla a los que no tengan recursos económicos, prohíbe los monopolios a favor de los particulares, consagra el derecho de los ciudadanos y personas morales de dirigir peticiones a los poderes públicos y el deber de estos a responder, entre otras.


En esta etapa se genera un nuevo hito porque los derechos económicos y sociales, que al día de hoy están consagrados en nuestra Constitución, fueron el resultado de años anteriores de dictadura, poder político e intereses particulares, por lo que con este reconocimiento, damos sustento a aquel período de constitucionalización social al que tanto anhelábamos y necesitábamos desde años anteriores, entrando a escena la vida, la dignidad humana y la premisa de todos los derechos humanos.


Sin embargo, independientemente de todos los aportes a la Constitución realizados por el presidente Bosch este se vio enfrentado a grandes poderes del país – empresarios y la iglesia católica -. En ese sentido, el miércoles 25 de septiembre de 1963, después de sólo siete meses en el cargo, Bosch fue derrocado por un golpe de estado encabezado por el coronel Elías Wessin y Wessin y sustituido[29] por el Triunvirato, una junta de tres compuesta por Emiliano De Los Santos, Manuel Enrique Tavarez Espaillat y Ramón Tapia Espinal.


Esto provocó el inicio de una guerra civil, liderada por el Movimiento 14 de Junio y otros movimientos políticos que apoyaban el retorno a la Constitución de 1963, conformando un grupo llamado “Los Constitucionalistas” que se enfrentaron con el ejército en ese entonces dirigido por el general Elías Wessin y Wessin en defensa a la constitucionalidad.


Ante la inestabilidad política y el estallido de la guerra civil, el presidente de los Estados Unidos Lyndon Johnson decidió ordenar el 29 de abril de 1965 la segunda invasión norteamericana a la República Dominicana o la llamada “Operación Power Pack”[30], bajo la excusa de “proteger a los nacionales estadounidenses que se encontraban en el país” y evitar el surgimiento de una “segunda cuba”.


Finalmente, luego de un acuerdo político entre el bando constitucionalista y las tropas norteamericanas, en 1966 se promovió un proceso electoral en el cual resultó electo Joaquín Balaguer, mano derecha del dictador Trujillo, exiliado, vicepresidente y presidente provisional entre el 1960 y el 1962. Este mantuvo los mismos ideales de Trujillo: perpetuación en el poder, elecciones fraudulentas, militarización de la política y el terrorismo de Estado, durante sus fatídicos 12 años de gobiernos siguientes.


4.2 El constitucionalismo desde la Constitución de 1966 hasta 1994


El presidente de la República Joaquín Balaguer – también conocido como El Caudillo- como hemos mencionado, mantuvo las directrices del trujillismo, otorgando entonces así espacio a la Constitución siempre y cuando fuese en las mismas direcciones que su proyecto personal político, este estuvo en el poder por doce años, desde el 1966 hasta el 1978, tres gobiernos marcados por autoritarismo, fraudes electorales y terrorismo de Estado.


De este período se destaca la Constitución de 1966, la cual fue proclamada como vuelta a la “institucionalidad democrática” acabada la guerra civil y la invasión de Estados Unidos el año anterior. Se trató de una Constitución de notoria tradición liberal clásica; pero que otorgaba amplios poderes al Poder Ejecutivo. Cabe decir que esta Constitución fue la de mayor duración sin haber sido modificada: 28 años.


El hecho del tiempo de duración de la Constitución sin ser reformada tuvo como consecuencia que la supremacía del Poder Ejecutivo se reflejara sobre los otros poderes del Estado. Aún así tuvo reconocimiento por su parecido con la Constitución liberal y social de Bosch del 1963[31].


La Constitución del 1966 estaba hecha para que el presidente Balaguer tomara el control de todo, desde el ámbito presupuestario hasta los poderes del Estado, al tener la mayoría en el Senado y la Constitución a su favor, la república operaba a su merced. Frente a la reelección, la Constitución de 1966 otorgaba luz verde a la reelección, sin embargo aunque en las principales discusiones se hizo referencia a la eliminación de esta figura, luego se trató de tomar el modelo estadounidense de dos períodos y no más, pero a ello se hizo caso omiso.


Luego en los gobiernos de Antonio Guzmán (1978 – 1982) y Salvador Jorge Blanco (1982 -1986), intentaron modificar la Constitución, pero por la mayoría en el Senado de la que aún gozaba el ex presidente Balaguer se les hizo imposible. Con esto se mantuvo intacta para la vuelta a la presidencia Joaquín Balaguer en el 1986.


El mecanismo de gobierno del Dr. Balaguer no cambió mucho en su tercer período como presidente de la República en esta etapa, quien todavía mantenía el control del Senado, la Junta Central Electoral y el Poder Judicial, lo que permitió que optara por otro período en 1990.


En 1994, se da una crisis electoral debido a un alegado fraude en el proceso electoral en perjuicio de José Francisco Peña Gómez y el Partido de la Revolución Dominicana[32]. Este hito obligó a formularse una reforma constitucional para tratar de manera principal el tema de la reelección. Por lo que, en protección al régimen electoral y a los derechos de los aspirantes a presidir el gobierno con ayuda de y partiendo de las presiones nacionales, a través del Movimiento Cívico de Participación Ciudadana e internacionales mediante los Estados Unidos de América, se llega a un pacto con los principales partidos políticos, reformando la Junta Central Electoral, monitoreando con la red de observadores – la que vemos hoy en día en la celebración de las elecciones nacionales –  garantizan así, un sistema electoral cada vez más transparente en beneficio de los derechos y garantías de los ciudadanos dominicanos.


El “Pacto por la Democracia”, firmado el 10 de agosto de 1994, se realiza con el objetivo de lograr, aún más, ese desarrollo social y constitucional exigido, otorgándole a Joaquín Balaguer la presidencia por 2 años más, eliminando la reelección consecutiva y estableciendo que el presidente electo debía ganar con más del 45% de los votantes, lo cual es modificado de manera secreta por los ayudantes de Joaquín Balaguer y el PLD, para que fuese un 50%.


5.   El inicio de la constitucionalidad de cara al nuevo milenio. (1994- 2010)


En las siguientes elecciones presidenciales, celebradas el 16 de mayo de 1996 bajo la supervisión de una nueva Junta Central Electoral y en presencia de cientos de observadores internacionales y miles de observadores nacionales, los votos se dividieron de tal manera que ninguno de los candidatos logró obtener la mayoría requerida del 50 por ciento más uno, destacando los votos de Peña Gómez con un 49% y los de Leonel Fernández con un 39%, convirtiéndose el segundo en presidente electo en segunda vuelta de 1996 hasta el 2000[33].


Destacamos el hecho de que la reforma constitucional y el Pacto por la Democracia ayudaron con la crisis política e institucional que sumergía a la República Dominicana en más inestabilidad para todos sus ciudadanos.


Aun así, las situaciones políticas y económicas del país dieron lugar a un momento fundamental para el constitucionalismo dominicano.


Este nuevo período implicó una revalorización y reconocimiento de la Constitución como lo que es, la norma fundamental del ordenamiento jurídico, entendida entonces como “una fuerza activa que hace, por un imperio de necesidad, que todas las demás leyes e instituciones jurídicas vigentes en el país sean lo que realmente son, de tal modo que, a partir de ese instante, no puedan promulgarse, en ese país, aunque se quisiese, otras cualesquiera”[34].


Además, de la adopción de nuevas leyes en diferentes materias que contribuían al desarrollo social, como la de niños, niñas y adolescentes, violencia intrafamiliar, seguridad social, derecho comercial, inversiones, lavado de dinero, narcotráfico, terrorismo, la mujer, derechos individuales, la juventud, la cultura, telecomunicaciones, medio ambiente y recursos naturales[35].


A partir de estos avances en pro de la Constitución, en 2002 surge otra modificación a la constitución con el objetivo de favorecer al gobierno de turno. El foco de esta reforma constitucional estaba puesto sobre la reelección. En consecuencia, se dejó a un lado la prohibición de reelección inmediata establecida tras el “Pacto por la Democracia”, indicando por el contrario en su artículo 49 que: “el Presidente de la República podrá optar por un segundo y único periodo constitucional consecutivo, no pudiendo postularse jamás al mismo cargo, ni a la Vicepresidencia de la República”.


Como dijimos, este novedoso modelo de reelección tiene su origen en los Estados Unidos de América, lo que a los ojos de la sociedad libera, entre comillas, la presión social que existía al prohibir luego de ese segundo período la permanencia en el poder, aun así, el hecho de que el gobierno de turno tenga la posibilidad de mantenerse 4 años más en frente del Estado Dominicano daba lugar a que la balanza y el equilibrio entre los poderes del Estado, los derechos y garantías de los ciudadanos que ameritaba el Estado en ese entonces, se atrasara por otro período de gobierno más.


Otro de los aportes con mayor significado y por motivo de la crisis electoral de 1994, fue la Creación del Consejo Nacional de la Magistratura, el cual estuvo conformado por el Presidente de la República, el presidente del Senado, el presidente de la Cámara de Diputados, un Senador y un Diputado, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia y un Magistrado de la Suprema Corte de Justicia electo por ella misma[36], creando así un mecanismo democrático y consensuado para la elección de los miembros de la Suprema Corte de Justicia, como se establece en la Constitución de 2002.


Se trata entonces, de una satisfacción momentánea de la población, dejando abierta la oportunidad de que la Constitución pudiese ser reformada luego del cumplimiento de ese “segundo y único mandato consecutivo”, de la misma manera en que se modificó para agregar este nuevo modelo reeleccionista proveniente del Estado americano.


6. Aportes de la reforma constitucional de 2010.


Los avances normativos, institucionales, sociales y económicos gestados y producidos a partir de la década de los noventas del siglo pasado, desde finales de 2008 y durante todo el año 2009 hicieron posible una profunda reforma de la Constitución. Es así como, producto del consenso de los diversos sectores sociales, el 26 de enero de 2010 es proclamada una Constitución innovadora, que reformuló al Estado dominicano.


En ese sentido, la República Dominicana se convierte en un Estado Social y Democrático de Derecho, con aplicación de derechos fundamentales, debido proceso, garantías por parte del Estado, una clara división entre los poderes, así como responsabilidades claras para estos y sus funcionarios, se denota organización para la función pública. Esta reforma de 2010, vino a cambiar el trayecto reeleccionista de las reformas constitucionales anteriores, poniendo en primer lugar al colectivo, en frente de los intereses particulares.


Pero, como una manifestación de retroceso, la reforma constitucional de 2010 modificó la composición del Consejo Nacional de la Magis­tratura al incluir al Procurador General de la República, quien es la cabeza del Ministerio Público y forma parte del sistema judicial y es un funcionario de libre nombramiento por parte del Presidente de la República, lo que entraña un claro conflicto de intereses, pues de él dependen jerárquicamente los procuradores y fiscales, a través de los cuales se manifiesta en el sistema de justicia la política de persecución y acusación del delito. Además de elegir a los miembros de la Suprema Corte de Justicia, el Consejo Nacional de la Magistratura también elige a los jueces del Tribunal Constitucional y del Tribunal Superior Electoral, que constituyen los órganos considerados como extra poderes.


Respecto al Tribunal Constitucional, destaco que se crea un tribunal para la protección de la Constitución, el cual se encuentra regulado por los artículos 184 y siguientes de la Constitución, dentro de las cuales se le da atribuciones específicas relacionadas a mantener la jerarquía de esta sobre los tratados -a excepción de los relativos a los derechos humanos –, leyes, decretos, reglamentos, resoluciones y ordenanzas. Por igual, protege los derechos fundamentales y sus decisiones o bien llamados “precedentes constitucionales” son vinculantes erga omnes. Por igual, se le cede el control concentrado a este alto tribunal.


Por igual, en base a la disposición del artículo 26 de la nueva Constitución dominicana, formamos parte de la comunidad internacional, por lo que se nos hace obligatorio un control de convencionalidad para que aquellos tratados y convenciones internaciones pasen el filtro de nuestra supremacía constitucional y puedan ser aplicables en nuestro Estado.


En consecuencia, la obligación de este control de convencionalidad se deriva del control mismo de constitucionalidad que pesa sobre los jueces, a fin de que tengan eficacia las normas internacionales constitucionalizadas por la República Dominicana y por tanto, este ejercicio compone un control de la Constitución en sí misma, que conduce a cuidar que el Estado dominicano no “incurra en una inconvencionalidad, provocando así la responsabilidad internacional del Estado”[37].


La reforma constitucional de 2010 también demuestra la voluntad del constituyente de profundizar los mecanismos de participación ciudadana en los actos más trascendentales para la vida democrática. Esto se manifiesta en el establecimiento de herramientas tendentes a permitir una democracia participativa en la que los ciudadanos puedan intervenir en la elaboración de leyes y consultas vinculantes sobre aspectos fundamentales para la convivencia democrática. Algunas de estas herramientas o modalidades de participación ciudadana son: el referendo, plebiscito e iniciativas normativas municipales[38].


Frente al aspecto económico, nuestra Constitución acoge un modelo económico típico de un Estado social. Este tipo de modelos en materia económica y social, se sitúan en un escalón superior y novedoso de los pronunciamientos socioeconómicos constitucionales anteriores, debido a que tomamos el modelo de las constituciones europeas posteriores a la Segunda Guerra Mundial, y de las constituciones latinoamericanas de las últimas dos décadas del siglo XX, en las cuales el Estado asume un papel protagónico en la consecución de una serie de objetivos y fines socioeconómicos y de realización de derechos sociales.


7. Reforma constitucional de 2015.


Con la reforma de 2015 se volvió otra vez a la fórmula de 2002, de un período consecutivo y nunca más, la que parece ser la modalidad más aceptada en la sociedad dominicana. Esta reforma deja claro un pequeño retroceso en el desarrollo del constitucionalismo, por el hecho de que primaron los intereses particulares del gobierno de turno por mantenerse en el poder sobre los derechos y garantías de las cuales gozaba la sociedad.


En ese sentido, se vislumbró lo que había pasado durante las décadas anteriores, lo único que encubierto de discursos de desarrollo en los nuevos tiempos con el fin de convencer a una población segada por el verdadero objeto de la reforma constitucional.


De los comentarios que en ese momento del Presidente que buscaba – y consiguió- la reelección en ese entonces, destacan mensajes como: “El momento de la proclamación de la Constitución siempre será un hecho trascendental de nuestra vida republicana, pues con ella se trata de afianzar el estado social y democrático de derecho que las dominicanas y los dominicanos hemos para vivir de manera soberana, libre e independiente”[39].


A pesar de esto, la República Dominicana parece haber hecho avances positivos hacia la modernización y consolidación de un Estado Social y Democrático de Derecho, escudado de garantías para la supremacía de la Constitución y la protección de los derechos de los ciudadanos, de todos los pilares de la nación y de las relaciones internacionales.


Con la nueva reforma, en cuanto al contenido no goza de muchas diferencias de la Constitución de 2010, se garantizan los derechos, nos mantenemos como Estado social y mantenemos las garantías de los ciudadanos, la división de poderes y la creación de entidades que ayuden al desarrollo del respeto de los derechos y al constitucionalismo dominicano.


8. Conclusiones


La historia del constitucionalismo dominicano, a lo largo de todas las etapas, avances y retrocesos, va ligada directamente a la historia política del pueblo dominicano que ha visto en su recorrer histórico abusos de derechos, limitación de las garantías y libertades, supremacía del gobierno, hasta una transición democrática desde 1978 que ha perdurado hasta la fecha.


Desde el inicio de la colonia, los caudillos, los dictadores, el marcado proceso de reforma constitucional por interés del gobierno de turno para poder lograr la reelección hasta llegar al Estado Social y Democrático de Derecho han dejado claro el desarrollo que ha tenido el país.


La República Dominicana debe preocuparse por afianzar las bases del Estado Social y Democrático de Derecho que instituye la Constitución a partir de 2010, robusteciendo los mecanismos de participación ciudadana para que sean eficaces, ampliándolos y cuidándolos con un sistema electoral que impida la manipulación de la voluntad ciudadana.


El constitucionalismo dominicano tiene como reto principal garantizar la fuerza normativa de la Constitución y fortalecer la ejecutoriedad de las sentencias del Tribunal Constitucional, de modo que la protección, garantía y defensa de la Carta Magna y sus derechos fundamentales no queden solo en las sentencias y pasen a ser derecho vivo, pues, como afirmar Rudolf von Ihering, no es derecho lo que no se practica y, a la inversa, lo que desempeña esta función es derecho.
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O CONSTITUCIONALISMO SUL-AMERICANO: uma introdução


Carolina Cyrillo[1]


1. Introdução


A América do Sul passa por um momento especial de sua história. Após séculos de exploração colonial, ditaduras militares e guerras internas, os países sul-americanos afirmaram-se como Estados Constitucionais[2]. Isto é, o processo público constitucional iniciado no século XIX, com avanços e retrocessos, encontra-se em firme consolidação[3]. A democracia, como forma de orientação política do Estado e como forma de produção jurídica, constitui, com o constitucionalismo, uma realidade, a saber, a democracia constitucional[4].


Essa democracia constitucional surgida tardiamente na região fez emergir movimentos de apreciação no direito constitucional das identidades regionais com a adoção de seus próprios desenhos constitucionais e produziram uma pluralidade de institutos relativos à organização do direito constitucional. Mudaram paradigmas dos institutos tradicionais de direito, reconheceram o pluralismo, o direito do “bem viver” (sumak kawsai) e aqueles inerentes à natureza (pachamama)[5], sobretudo na experiencia do constitucionalismo andino. Também é tema recorrente no direito constitucional sul-americano a posição hierárquica do direito internacional dos direitos humanos[6], a jurisdição da Corte Interamericana de Direitos Humanos[7], principalmente nos países do Cone Sul. Outra questão fundamental e típica do constitucionalismo da região é o surgimento do controle concentrado de constitucionalidade, que aparece na história pela primeira vez na Colômbia em 1904[8], com a ação de inconstitucionalidade. Por fim, mas não menos importante, é a conotação dada na região a nova institucionalidade e o papel de certas instituições de garantia de direitos fundamentais, constitucionalmente reconhecidas e independentes dos poderes legislativo, judiciário e executivo, como o surgimento das Defensorias del Pueblo, novos papéis para os Ministérios Públicos e instituições de controle do poderes constituídos.


Contudo, é na efetiva participação popular nos processos constituintes, originários e reformadores[9], ocorridos na região depois da década de 90 do século XX, que os autores afirmam contundentemente como marco teórico, fático e doutrinário da identidade e do surgimento do assim chamado novo constitucionalismo latino-americano[10]. Por esse motivo, identificam o seu surgimento com a Constituição Política da Colômbia de 1991 e seu desenvolvimento e consolidação, nos processos constituintes reformadores que deram origem a Constituição da República Bolivariana da Venezuela de 1999, Constituição do Equador de 2008 e Constituição da República Plurinacional da Bolívia de 2009. Por esse motivo, deixam os processos constitucionais anteriores de fora do marco da identidade desse modelo, por eles estabelecido.


Portanto, o presente estudo tem como objetivo apresentar um modelo de constitucionalismo regional diverso do marco estabelecido pelo novo constitucionalismo latino-americano, contestando a premissa do modelo de que é a participação popular nos processos constituintes o que dá identidade regional ao constitucionalismo surgido, em especial, na América do Sul. A esse respeito o objetivo é identificar como o fenômeno do surgimento de um constitucionalismo regional da América do Sul vai para além da participação popular nas reformas constitucionais, pois essas, já se encontravam, inclusive, presentes no constitucionalismo da América do Sul muito antes dos processos constituintes e reformadores de Colômbia, Venezuela, Bolívia e Equador[11].


A proposta de afirmação do constitucionalismo sul-americano é desenvolver o surgimento de institutos típicos de direito constitucional dessa região geográfica que justifica sua integração inclusiva, por critérios de geopolítica, em especial aquela que conduziu a experiencia de integração de terror de Estado da Operação Condor. Com isso, será proposto que se possa desenvolver o tema sob a égide de um Constitucionalismo Sul-Americano[12].


A construção de uma identidade regional e um constitucionalismo sul-americano não se esgota na presente proposta introdutória. Importante destacar que o tema vem sendo estudado de modo sistemático e em colaboração entre o grupo de pesquisa Constitucionalismo Sul-Americano, do Núcleo Interamericano de Direitos Humanos da Faculdade Nacional de Direito da Universidade Federal do Rio de Janeiro (UFRJ) e a Cátedra de Elementos de Direito Constitucional Raúl Gustavo Ferreyra da Faculdade de Direito da Universidade de Buenos Aires (UBA) , desde o ano de 2013.


A proposta é teórica e introdutória ao tema, de modo a provocar o debate incluindo a região e os demais processos de democracias constitucionais da América do Sul. Nessa introdução serão apresentadas algumas premissas básicas do constitucionalismo sul-americano, a saber: a geopolítica de uma identidade regional, com a questão da necessidade de discutir, normativamente, a hierarquia dos tratados em matéria de direitos humanos e as instituições de garantias desses direitos; E, a questão do modelo normativo de constitucionalismo e seu vínculo com a as democracias constitucionais, com questão da participação popular nos processos constituintes. O projeto de estabelecer um constitucionalismo regional é ambicioso e não se esgota numa breve introdução ao tema.


2. A geopolítica da formação de uma identidade regional.


Os países da América do Sul apresentam contextos regionais bastante distintos, com características culturais próprias e com tradições e organizações políticas diversas. Pode-se dizer que no que concerne à colonização e à herança pós-colonial a história dos países se assemelha em alguns aspectos e se diferencia em outros, em especial pela experiência imperial brasileira, que é bastante distinta da história dos demais países na região.


Por sua vez, o processo de constitucionalização sul-americano ganha corpo no século XIX com o que Roberto Gargarella identifica como sendo uma constitucionalização fruto de um pacto político entre liberais e conservadores que, de modo genérico, combinava uma estrutura liberal no que diz a lista de direitos individuais e um sistema clássico de divisão dos poderes, com um presidencialismo forte[13]. No século XX, em especial na primeira metade, essa estrutura pactuada por liberais e conservadores, que deu origem ao constitucionalismo na região, precisou conviver com a necessidade de se discutir o reconhecimento de direitos de cunho social. Assim, a identidade do constitucionalismo passou a ser marcada por um perfil social em matéria de direitos, mas bastante conservador em matéria de organização de poderes[14].


Entretanto, foi justamente no período das ditaduras militares, na segunda metade do século XX, em plena Guerra Fria, onde as práticas políticas e a cultura daqueles que ocupavam o poder, de prática reiterada de crimes como tortura, desaparecimento forçado, sequestro e homicídio, é que a história dos países da América do Sul mais se aproximaram.


Na verdade, a ideologia da ditadura fez com que os países da América do Sul conhecessem uma espécie de “integração” antes não experimentada. Dentro deste contexto de ditaduras militares e ancorada pela Doutrina de Segurança Nacional e suas normas, foi criada a chamada Operação Condor, uma espécie de organização supranacional do terror de Estado[15] que pressupunha um acordo de inteligência militar entre os países da América do Sul, entre eles Argentina, Brasil, Bolívia, Chile, Paraguai, Uruguai, Peru e Equador.


Este “convênio” de flexibilização da soberania dos Estados envolvidos se deu com objetivo de garantir as fronteiras ideológicas e não as territoriais[16], tal qual indicava a Doutrina da Segurança Nacional[17] que buscava num inimigo comum, o suposto “comunismo”, a sustentação de sua base política e estratégica.


Essa fronteira ideológica que se pretendia integrar pode ser considerada um campo[18], onde se utilizou do monopólio da autoridade científica, abarcando a capacidade técnica e o poder social, e também a competência científica para estruturar centros de conhecimento e saber, que poderiam dar sustentáculo teórico e ideológico para a Doutrina. No Brasil isso ocorreu através da Escola Superior de Guerra.


Com efeito, a Operação Condor representou uma verdadeira distorção do Estado de Direito, pois, as mais altas autoridades de vários países concordaram em cooperar no empreendimento do terrorismo de Estado, que consistiu precisamente na total ausência de proteção dos direitos humanos de seus próprios cidadãos, pois tais autoridades conspiraram para violar as normas internacionais de proteção, tais com o direito de asilo, a proteção aos refugiados, o habeas corpus, além de empreenderem esforços para procedimentos de extradição dos que enfrentavam acusações por crimes cometidos em um país e eram presos em outros.


Como um tratado secreto[19], a Condor elevou os crimes contra os direitos humanos ao mais alto nível de política de Estado, sob o controle direto de mandatários e ministros. A Operação Condor era um verdadeiro “Mercosul do terror”[20], clandestino e articulado pelas autoridades governantes dos países da América do Sul. A Operação Condor foi um passo muito maior que a simples coordenação e troca de informações policiais. Cada país membro permitia que as agências de inteligência dos outros países operassem dentro das suas fronteiras, capturando exilados, interrogando e torturando prisioneiros[21].


Essa é a integração “indesejada” dos estados da América do Sul. E, nisso consiste, o ponto de contato de integração dos regimes, pelo modelo de atuação Estatal de cooperação de terror, que futuramente tem reflexos nas respetivas leis de anistias, que deram origem a transição do modelo ditatorial de terrorismo de Estado para as novas democracias constitucionais da região. Ganha relevância a discussão sobre a posição hierárquica dos tratados internacionais de direitos humanos, tema que domina boa parte da agenda da estrutura constitucional dos países sul-americanos, sobretudo nos processos de redemocratização.


Importante lembrar que as referidas leis de anistia são objeto de todas reprovações do Sistema Interamericano de Direito Humanos para os países da América do Sul, daí a razão pela qual, o liame entre Operação Condor, doutrina da segurança nacional e anistia merece profunda investigação, uma vez que, tais circunstancias são essenciais e necessárias para se questionar se existe uma identidade do modelo de constitucionalismo sul-americano, como aqui proposto.


Em outras palavras, como categoria essencial e necessária do regime ditatorial, para distensão e transição a um regime democrático, foram utilizadas leis de anistia (ou auto anistia) para proteger de responsabilização os agentes de estado envolvidos nessas massivas violações de direitos humanos. Essa identidade político-institucional da América do Sul marca inexoravelmente o que se pode desenvolver hoje como constitucionalismo na região, isto porque as constituições novas ou reformadas no período pós ditaduras militares tem uma preocupação comum, a saber: construir uma democracia constitucional, ainda sob o medo do terror de Estado, e aderentes a um sistema de proteção supranacional de direitos humanos, que desconfia da possibilidade política de garantia de direitos fundamentais pelos poderes políticos constituídos internos, uma vez que esses mesmos poderes, nas mãos das autoridades públicas, cooperaram clandestinamente para violação dos direitos humanos dos cidadãos dos estados sul-americanos aderentes a Condor.


Especificamente a respeito, da conexão entre a hierarquia normativa dos tratados internacionais em matéria de direitos humanos nas constituições sul-americanas[22] é imperioso destacar uma série de julgados da Corte Interamericana de Direitos Humanos (Corte IDH) destinadas aos países da região que dão a dimensão da importância do tema para construção de uma identidade regional; são eles Barrios Alto vs Perú (2001); Comunidade Moiwana vs. Suriname (2005), Almonacid Arellanos vs Chile (2006), La Cantuta vs. Perú (2006), Goiburu vs Paraguai (2006), Gomes Lund vs Brasil (2010), Gelman vs Uruguai (2011), Herzog vs Brasil (2018). E ainda, na Argentina os julgados da Corte Suprema de Justiça da Nação Argentina (CSJNA) nos casos Clável e Simón e no Brasil na arguição de descumprimento de preceito fundamental (ADPF 153) julgada pelo Supremo Tribunal Federal (STF).


Todos os casos citados, sejam os da Corte IDH sejam os internos de Brasil e Argentina, tinham como discussão a compatibilidade dos sistemas constitucionais democráticos, a hierarquia dos tratados em matéria de direitos humanos e os crimes cometidos pelos estados sul-americanos contra seus cidadãos nas ditaduras ou períodos de não-democracia. Esse é um problema comum de ordem constitucional que dá características próprias à região e que merece atenção do constitucionalista que pretende estar atento a formação das democracias constitucionais, em especial aquelas garantistas de direitos fundamentais, uma vez que o constitucionalismo da região é fortemente marcado pelos momentos de transição.


Portanto, pode-se dizer que na América do Sul existem, basicamente, quatro modelos constitucionais a respeito da posição hierarquia dos tratados internacionais em matéria de direitos humanos. O modelo da Colômbia que é o modelo de prevalência do direito internacional dos direitos humanos, na forma o artigo 93 da Constituição Política da Colômbia; O modelo da Argentina que é de equivalência ou de hierarquia constitucional dos tratados em matéria de direitos humanos, na forma do artigo 75, inciso 22, da Constituição da República Argentina; O modelo Brasil de hierarquia supralegal e infraconstitucional, como interpretou o Supremo Tribunal Federal em relação a hierarquia da Convenção Americana de Direitos Humanos (CADH)[23]; e o modelo Uruguai de silêncio normativo constitucional que parece assinalar que a decisão sobre a posição hierárquica do direito internacional dos direitos humanos em relação ao direito interno fica reservado a apreciação política da oportunidade e conveniência de uma sub ou super valorização das normas internacionais de direitos humanos.


Além disso, essa passagem de momentos autoritários para construção de democracias constitucionais marca outra característica típica do constitucionalismo sul-americano que é o surgimento, nas constituições sul-americanas, de instituições de garantias de direitos fundamentais. Existe um papel de certas instituições de garantia de direitos fundamentais constitucionalmente reconhecidas, como o surgimento das Defensorias del Pueblo, novos Ministérios Públicos e instituições de controle dos poderes constituídos. Essas instituições de garantias de direitos fundamentais ganham, na arquitetura constitucional das constituições Sul-americanas, certas prerrogativas que lhes permite desenvolver uma função institucional de garantia dos novos direitos fundamentais, estabelecidos pelas constituições e tratados internacionais de direitos humanos, independentemente da opção da política ordinária dos poderes, servindo, inclusive de instituições que impõe limites a esses poderes constituídos.


Em outras palavras, esse constitucionalismo regional é marcado por dar protagonismo na proteção e efetividade de direitos não apenas ao legislativo, executivo e judiciário, mas para instituições permanentes que não compõe esses poderes e servem, inclusive, para controlá-los. Se o constitucionalismo pós-segunda guerra consolidou a garantia jurisdicional dos direitos fundamentais, com a expansão do que ficou conhecido como jurisdição constitucional, atribuindo um papel ativo na efetividade dos direitos fundamentais ao poder judiciário, o constitucionalismo sul-americano atribuiu também a certas instituições, diversas e independentes de judiciário, executivo e legislativo, esse papel ativo na efetividade dos direitos fundamentais.


3. A democracia constitucional


Para configuração do constitucionalismo sul-americano também como movimento político e jurídico é fundamental a discussão do seu plano normativo. O que se pretende é uma abordagem capaz de incluir e integrar a região também no plano normativo, um normativismo não neoconstitucionalista, mas sim garantista[24]. Isto é, um normativismo preocupado com as relações entre a norma constitucional e o desenvolvimento progressivo da democracia, através da análise dos modelos de democracia condicionados pelas constituições desses países e o efetivo respeito aos direitos humanos e fundamentais, como reais limites ao poder. É certo que os motivos que levaram ao surgimento do movimento chamado Novo Constitucionalismo Latino-americano tiveram relação com um modo de ver o direito constitucional rompendo com a matriz do neoconstitucionalismo, que era ascendente na região. A própria proliferação no pensamento jurídico do neoconstitucionalismo é sombra de uma geopolítica do conhecimento e da colonialidade das relações de poder, essa já denunciada por Anibal Quijano[25] como sendo a experiência básica de dominação colonial operada pela reprodução de uma racionalidade específica o eurocentrismo.


No plano jurídico normativo o neoconstitucionalismo, como doutrina do poder racional jurídico, expresso pela máxima racionalidade judicial é, sem dúvida, expressão no normativismo jurídico dessa racionalidade específica e dos universalismos ocidentais operados pela doutrina da teoria dos princípios[26].


Portanto, pretendeu o novo constitucionalismo latino-americano resgatar categorias políticas fundamentais para tratar o fenômeno da criação e da aplicação do direito, categorias que haviam sido abandonadas pelo neoconstitucionalismo[27], em especial o respeito a participação popular e aos processos constituintes.


Entretanto, o marco normativo, que foi desprezado pelos investigadores do novo constitucionalismo latino-americano, que centraram sua apreciação, exclusivamente, no marco político do modelo constitucional, merece ser melhor investigado. O motivo que leva a doutrina do novo constitucionalismo latino-americano a desconsiderar o elemento normativo é o entendimento (de forma equivocada) que o normativismo é aderente, necessariamente, da tese neoconstitucionalista. Entretanto, o normativismo não pode ser reduzido a esse fenômeno, uma vez que o normativismo jurídico, inclusive, é incompatível com as teses neoconstitucionalistas desenvolvidas na região[28], que desprezam o elemento normativo democrático, reduzindo o debate jurídico sobre a aplicação do direito, ou, melhor dito, ao realismo judiciário, e, por esse motivo, não tocam em temas sensíveis sobre direito e democracia, como são os direitos políticos, de participação e representação.


No discurso neoconstitucionalista dominante o debate sobre os direitos restringe-se aos direitos individuais ou coletivos, de modo que a contenção do político fica a cargo da expansão de direitos subjetivos e da restrição dos direitos políticos, de modo que esses sejam, exclusivamente, relegados ao voto e a democracia representativa[29].


Assim, a proposta do constitucionalismo sul-americano é estabelecer a relação entre constituição e democracia na América do Sul, ou melhor dito, a questão da democracia constitucional, levando em conta tanto o normativismo, não necessariamente neoconstitucionalista, como os processos políticos de criação e modificação das constituições. Falar em democracia constitucional pode parecer um paradoxo em um certo sentido, pois democracia significa auto governo do povo, isto é, o poder que tem o povo de estabelecer as normas da organização política sob as quais recaem suas opções fundamentais, do produto dessas decisões políticas fundamentais se extrai a Constituição, como norma base do sistema jurídico, que controla o exercício dos poderes e a produção das demais normas do sistema. E, por esse motivo, os processos constituintes e reformadores das constituições são essenciais para formação desse constitucionalismo sul-americano.


Portanto, é o produto da democracia, isto é a Constituição, quem acaba por impor limites jurídicos às decisões democráticas do povo, ao estabelecer os procedimentos o exercício da democracia através de procedimentos previstos na constituição. E esse processo chama-se reforma constitucional, ou seja, os mecanismos normativos pelos quais a constituição limita e organiza o exercício do poder democrático, que tem por objetivo modificar a norma base do sistema.


A título de exemplo, parece ser o caso do parágrafo único do artigo 1º da Constituição da República Federativa do Brasil de 1988 que diz: “Todo o poder emana do povo, que o exerce por meio de representantes eleitos ou diretamente, nos termos desta Constituição”. Como se vê, o titular do poder democrático, o povo, é limitado no exercício das suas potestades democráticas pelos termos impostos pela Constituição, na máxima expressão do controle jurídico sobre o político.


Sobre o paradoxo da democracia constitucional existe vasta doutrina e importante debate em torno da ideia lançada por Holmes de que a democracia é originada na Constituição, em especial, a tese forte do autor de que a Constituição, como salvaguarda dos princípios fundadores, vincula as gerações futuras, inclusive em relação ao exercício do poder democrático[30]. Essa tese é contestada sob o argumento de que estabelecer que é a Constituição a fonte exclusiva do político leva, progressivamente, ao processo de despolitização dos conflitos e relações sociais[31], e a consequência a longo prazo é centrar o debate jurídico de forma simplificada e despolitizada, reduzindo o problema jurídico exclusivamente a discussão sobre direitos subjetivos (e ao respeito aos direitos humanos) e sobre procedimentos.


O vínculo entre a constituição e os processos constituintes que dão origem tanto as novas constituições, como a modificação daquelas já existentes, de modo a manter o inegável vínculo entre o desejo ou vontade política e a respectiva constituição, chama-se poder constituinte que pode ser originário ou de reforma.


No importante marco teórico do Novo Constitucionalismo Latino-Americano Viciano e Dalmau[32] discorrem que a principal caraterística de sua teoria é a inegável vinculação entre democracia e constituição, estabelecendo que este vínculo se dá pelos processos democráticos constituintes. Explicam os autores que as constituições do “viejo” constitucionalismo fundacional da américa latina, heranças do século XIX, de fato, careciam de legitimidade constituinte, uma vez que se limitavam a estabelecer constituições com separações de poderes e declarações de direitos, que tinham por objetivo proteger os direitos das elites liberais e conservadoras que dominavam a região, num claro apego a democracia meramente formal.


Ademais, a comunidade de participantes do processo constituinte era amplamente dominada pelas elites, naquilo que Roberto Gargarella[33] condicionou chamar de pacto liberal conservador. Assim, para os autores do novo constitucionalismo latino americano é a qualidade do poder constituinte, genuinamente democrático e legitimador[34], que define quais constituições latino-americanas poderiam estar incluídas no seu marco teórico, bem como, a existência nas Constituições de constante e efetivo mecanismo de participação popular, capaz de manter o vínculo constante entre soberania e governo.


Assim, concluem que é a Constituição Política da Colômbia de 1991 o ponto de partida para desenvolvimento da teoria. Além dela, também os processos de formação constituintes da Constituição da Venezuela, da Bolívia e do Equador e as regras nelas previstas sobre constante participação popular (democracia participativa, plebiscito e referendo ativador), garantiriam a essas constituições o status de verdadeiramente democráticas e únicas possíveis de serem enquadradas na “revolução” do novo constitucionalismo latino-americano.


O que se comprova pela análise das constituições da América do Sul é que o argumento da previsão da participação popular constante nos textos das constituições não é uma novidade trazida pelas constituições de Colômbia, Venezuela, Bolívia e Equador. Assim, a proposta excludente dos autores em relação as demais constituições Sul-Americanas, pelo critério da previsão de participação democrática e popular, não parece ser a mais adequada. As Constituições Sul-Americanas, em especial no que diz respeito a reforma constitucional, já contemplavam a participação popular efetiva, antes das experiencia destes países.


Portanto, o que se demonstra é que o argumento excludente dos fundadores espanhóis da teoria é falso, pelos mesmos argumentos por eles considerados[35].


Propõe-se que se possa falar de Constitucionalismo Sul – Americano, analisando os institutos constitucionais presentes nesses ordenamentos, optando pela vertente inclusiva de todas as constituições da região, dado que o tema: participação popular, em especial nos processos das reformas constitucionais, não é determinante para separar a região, como proposto por Viciano e Dalmau, mas sim ponto de contato dos sistemas constitucionais[36], tanto do “viejo” como do “nuevo” constitucionalismo da região e desse ponto de contato é que se perpetua o eterno debate sobre a democracia constitucional, tratado acima.


Reforma constitucional é a expressão do poder constituinte que tem por objetivo modificar a norma de mais alta envergadura no sistema jurídico de um determinado Estado Constitucional. Se de um lado o poder constituinte originário constituí a ordem jurídica, o poder constituinte de reforma[37] é aquele que pode modificar a norma constituída. Existe uma enorme discussão doutrinária sobre a natureza do poder constituinte reformador. Aqui pretende-se usar a definição de Raúl Gustavo Ferreyra[38] para quem o poder constituinte de reforma é um poder político, pois tem por objetivo criar ou modificar o direito constitucional. O autor toma esta posição por acreditar que nenhuma constituição é eterna e deve permanecer sempre com uma janela aberta para o futuro, sem perder o caráter normativo.


Por este motivo, reforma constitucional é regular exercício de democracia, isto é, a possibilidade dos cidadãos de viverem sobre o império de suas próprias leis, que não lhes são impostas ou herdadas do período anterior, mas são desejadas e escolhidas por ato de vontade popular manifestada na reforma da Constituição. Reforma constitucional é o ponto de contato da Constituição com o seu processo de constate legitimidade, daí a razão pela qual, reforma constitucional é a nítida vinculação entre constitucionalismo e democracia.


Portanto, para fortalecer o caráter político da reforma constitucional e seu vínculo indissolúvel com a democracia, dado que como anunciado os países Sul-americanos conformam-se em democracias constitucionais, pretende-se analisar o tema da participação popular do povo presente e a reforma constitucional nas constituições da América do Sul, demonstrando como a participação popular vem devidamente prevista nos textos constitucionais em questão, em especial a participação popular nos processos reformadores, o que pode explicar o eterno e indissolúvel vínculo entre Constituição e democracia objeto de análise de todo constitucionalismo contemporâneo.


4. A participação popular na reforma constitucional


No constitucionalismo sul-americano existem quarto modelos constitucionais de participação popular na reforma constitucional, que são graduados conforme o grau de compromisso com a participação popular vai de a) inexistente; b) parcial na iniciativa ou na reforma; c) com restrições pontuais; e d) a plena participação popular na reforma.


As Constituições com participação popular inexistente no processo de reforma constitucional estão aquelas constituições cujos textos vigentes não preveem a participação popular direta, nem na iniciativa e nem no processo de reforma constitucional em si. Nessa classificação incluem-se as constituições do Chile de 1980, do Suriname de 1987 e do Brasil de 1988. O Chile a encontrar-se em pleno momento constituinte, com o objetivo de substituir a Constituição de 1980[39].


As Constituições do Chile, Suriname e Brasil são aquelas que não estabelecem em seu texto os mecanismos de participação popular direta no processo de modificação do sistema jurídico, além de proibir a reforma do sistema jurídico em alguns temas (cláusulas pétreas), no caso do Brasil[40]. Alertando-se, também, que na Constituição do Chile de 1980 existe uma opção deliberada por excluir a participação popular e dificultar ao máximo os mecanismos de reforma para manutenção do que os autores costumam chamar de travas (cerrojos[41] à participação popular. Pode-se dizer que nessa classificação existe baixo grau de compromisso constitucional com a participação popular nos processos constituintes reformadores, sendo toda a reforma constitucional feita pelos próprios poderes constituídos, seja para iniciativa, seja para a reforma em si.
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